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	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa contra la sentencia de condena proferida el día 09 de octubre de 2007.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Dan cuenta los registros, que el día veintiocho (28) de agosto de 2006, en horas de la noche, hicieron presencia dos sujetos encapuchados y con armas de fuego en su poder, en la casa de habitación del señor FRANCISCO JAVIER CEBALLOS, ubicada en zona rural del Municipio de Marsella (Rda.), con el fin de amenazar a los presentes y apropiarse de un arma de fuego que existía en el lugar (escopeta). En determinado momento, el citado forcejea con uno de los antisociales dada la agresión a patadas que propinó a uno de sus hijos menores, y a consecuencia de ello resulta lesionado el señor FRANCISCO JAVIER con un proyectil de arma de fuego de carga múltiple en cuello y tórax, pero logró quitarle el trapo que cubría el rostro del agresor y esta situación permitió identificarlos como personas vecinas del sector.
Se asegura además, que a consecuencia de ese descubrimiento en la identidad de los responsables, sobrevinieron amenazas en contra de esa familia y sólo se formuló la denuncia el día catorce (14) de enero de 2007, en consideración a las graves secuelas físicas que las referidas lesiones le dejaron al señor CEBALLOS, persona que perdió la movilidad en uno de sus miembros superiores y esto lo incapacitó en forma definitiva para trabajar en la labores agrícolas a las cuales siempre se había dedicado.

Concretamente, el dictamen médico legal refiere: incapacidad de cuarenta y cinco (45) días con secuelas consistentes en deformidad física de carácter permanente, perturbación funcional del miembro superior derecho y perturbación funcional del órgano de la prensión. 

1.2.- A consecuencia de ese hecho criminal, se libró la correspondiente orden de captura, misma que se hizo efectiva y fue legalizada posteriormente por el Juez de Control de Garantías. Acto seguido, se le formuló imputación a LÓPEZ PIEDRAHITA como coautor material en los punibles de LESIONES PERSONALES DOLOSAS (art. 111,112 y 114 C.P.), HURTO CALIFICADO-AGRAVADO (art. 239, 240.4, 241.10) al presentarse el apoderamiento de una escopeta que allí permanecía guardada, mediante violencia contra las personas y por parte de pluralidad de sujetos acordados para el efecto, y PORTE ILEGAL DE ARMA DE FUEGO (art. 365 C.P.), porque hicieron su ingreso provistos de instrumentos de fuego que efectivamente utilizaron contra la humanidad de los moradores y sin poseer salvo conducto que amparara su tenencia; conductas concursantes al tenor del artículo 31 de la codificación penal. El imputado NO ACEPTÓ los cargos.
1.3.- Ante esa no aceptación, el procedimiento continuó su rito procesal ordinario con la presentación formal del escrito de acusación (06-06-07), la Audiencia de Formulación de Acusación (06-07-07), la Audiencia Preparatoria (31-06-07) y, finalmente, el Juicio Oral que inició el veintisiete (27) de agosto próximo pasado y culminó con el anuncio de un fallo de condena por parte del Juzgado Tercero Penal del Circuito cognoscente.
1.4.- En la sentencia de mérito, la Jueza de conocimiento declaró la responsabilidad penal del justiciable, con fundamento en la plena demostración de la materialidad de las conductas en concurso, al igual que la coparticipación dolosa del acusado por haber sido señalado por los ofendidos como uno de los sujetos que con arma en mano hizo presencia en la referida vivienda con el fin de lograr el apoderamiento de cosa mueble ajena. En esos términos, impuso como pena privativa de la libertad la de ciento treinta y dos (132) meses de prisión, 33.33 s.m.l.m.v. de multa y la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual lapso; sin derecho a subrogado o sustituto penal alguno.
1.5.- La defensa no estuvo de acuerdo con esa determinación y la impugnó, razón por la cual se dispuso la remisión de lo actuado a este Tribunal para desatar la alzada.
2.- El Debate

2.1.- Defensor -recurrente-

A su juicio, la sentenciadora no valoró equitativamente el material probatorio que se tenía programado para el acto público, toda vez que no se le permitió presentar los testigos que había anunciado desde la audiencia preparatoria. 
Cuenta que la a quo, en una decisión a su modo de ver desproporcionada, dispuso que algunos de sus testigos no podían rendir las deponencias para las cuales habían sido citados, por el hecho de permanecer dentro de la Sala de Audiencias durante el desarrollo del juicio.
Si bien la determinación parece formalmente lógica, no entiende la razón para que no se obrara en igual sentido con las pruebas de cargo (víctima y familia), con mayor razón si se trata de testigos con nexo de consanguinidad con el denunciante. En consecuencia, se quedó sin poder demostrar su teoría del caso y se obró de manera desequilibrada con su cliente.

Dice en términos generales no estar de acuerdo tampoco con el quantum de la pena imponible, porque a su parecer fue excesiva y por esa vía se dio lugar a la negación del subrogado.

Así las cosas, pretende con el recurso proteger la presunción de inocencia que ampara a su patrocinado y en caso de no prosperar esa pretensión principal, que al menos se le reduzca la pena o se le conceda algún beneficio, subrogado o sustituto para mitigar en algo el rigor de la prisión intramural.

2.2.- Procesado

Refiere haber tenido un problema con los agentes del orden desde el año 2006, motivo por el cual lo mantenían amenazando y en una ocasión atentaron contra su vida.

Por tal motivo, considera que fueron capaces de inducir al señor que se dice afectado para que declarara en su contra y eso lo considera injusto, porque antes que haberles hecho un mal o perjudicarlos de alguna manera, siempre les hizo un bien.

2.3.- Fiscal -no recurrente-
No es el momento para que la defensa se queje de la ausencia de pruebas en el juicio, cuando las partes siempre han sido conscientes, puesto que así lo dan a conocer los jueces al comienzo de todos los juicios, que está prohibido permitir el ingreso a la Sala de los testigos que no han declarado, como lo ordenan las reglas procesales. 
Para los intervinientes es difícil saber qué sucede atrás, puesto que le están dando la espalda al público, motivo por el cual es deber de cada una de las partes ilustrar a sus testigos para que no ingresen a la Sala antes de ser llamados a rendir la declaración.
La señora Juez se vio en la necesidad de excluir el testimonio de esas personas porque estuvieron presente a lo largo de toda la audiencia; luego entonces, era apenas entendible su rechazo y el togado de la defensa no puede quejarse ahora de esa situación a la cual él mismo dio lugar.

En cuanto a lo de fondo de este asunto, resalta que estos hechos se registraron de noche y en una casa de familia, luego entonces, a qué otras personas iba a llamar como testigos al juicio, si eran los directos afectados y pudieron presenciar el desarrollo de este penoso acontecimiento. No por el simple hecho de ser personas integrantes de una familia, se pueden descartar sus deponencias, sencillamente el Juez les da el valor que en sana crítica corresponde. Además, sus testigos estuvieron siempre retirados del recinto y por eso se les recepcionaron sus declaraciones.
Si se observan bien, se trató de testigos “contundentes” al momento de hacer el señalamiento directo de responsabilidad, sin que se observe vicio alguno que permita desestimarlos por alguno aspecto sustancial.
En contrario, la defensa sólo pudo presentar un testigo -señor Ramiro Buitrago-, persona que demostró una exagerada precisión en cuanto a fechas y horas, o sea que se hizo evidente su aleccionamiento o preparación. No entiende la razón para que, si en verdad frecuenta tanto esa casa, pueda hablar con tanta precisión de estos hechos si el acontecimiento tuvo ocurrencia hace más de un año. Por demás, existía mucha distancia entre el inmueble donde se encontraba y la casa de los aquí afectados, como para sostener que “escuchó el disparo” y que por eso se acuerda tan bien de las circunstancias de tiempo y de lugar.
Con relación a la tasación de la pena, la encuentra ajustada a derecho, porque se ponderó lo que se debía ponderar. De todas formas, le indica a la Sala que el hecho registrado es desde todo punto de vista abominable, cualquier calificativo se le quedaría corto porque el daño que les causaron a estas personas no tiene nombre. Tanto así, que la víctima es un campesino que perdió su mano y quedó imposibilitado para ver por su hogar, motivo por el cual uno de sus hijos se tuvo que salir de la escuela para poder mantener a sus padres y hermanos. Situación altamente injusta que obligó al padre a poner en conocimiento de las autoridades la ocurrencia del delito a pesar de las amenazas de las que fue objeto. 

Lo anterior, sin contar los estragos ocasionados por el proyectil múltiple que impactó en el resto de su cuerpo (un plomo lo tiene incrustado en el pulmón y que además, le genera asfixia), a causa de la reacción que le generó a la víctima el hecho de que uno de los antisociales golpeara a su hijo menor de tres años por el simple hecho de haber llorado a causa de lo que estaba sucediendo.

Tan grave es la situación, que el aquí procesado había sido incluso compañero de trabajo del afectado y por ese motivo sabía de la existencia de la escopeta que allí guardaban porque hacía poco se la había entregado el mayordomo de la finca. Arma que le fue entregada porque nada menos ocho días antes ya los amigos de lo ajeno habían entrado a esa misma vivienda con el fin de hurtarse el mercado. Situación bien comprometedora porque los asaltantes en esta última ocasión llegaron precisamente preguntando por el arma.
Por todo ello, tanto el monto de pena como la negación de todos los beneficios sustitutivos, encuentran sobrado fundamento en el presente caso.
Para concluir, refiere que si es verdad que tuvo problemas con la policía de Marsella, eso debió haberlo puesto en conocimiento de las autoridades y que se sepa no lo hizo.

2.4.- Ministerio Público -no recurrente-
Al igual que la Fiscal, estima que el manejo de los testigos dentro de las audiencias corresponde a cada una de las partes; por lo tanto, no es argumento válido el hecho de que el Juzgado se haya visto obligado a excluir un testigo de la defensa, porque así lo dispone la norma.
Encuentra totalmente demostrada la ocurrencia de los tres tipos penales endilgados en forma concursante. Igualmente, la responsabilidad del acusado, por cuanto halla creíble la versión ofrecida por el denunciante, su esposa y su hija, concordantes en lo esencial de este acontecimiento. Hubo un señalamiento directo y esto fue ocasionado por la posibilidad en que estuvieron de apreciar el rostro de uno de los asaltantes en el instante en que fue despojado del trapo que cubría  su cara.

En contrario, la exposición del testigo BUITRAGO es totalmente inverosímil, pues vino a decir que estaba acompañando al joven YONATHAN en su casa para ver unas películas y escucharon desde allí la detonación, cuando la realidad es que las viviendas están muy retiradas y ya se sabe que los integrantes de la familia lo identificaron como uno de los asaltantes.
Concluye asegurando que la punibilidad está ajustada a los parámetros de ley y que la negativa del subrogado era totalmente necesaria.

3.- La Decisión

Es competente la Sala para conocer de la decisión materia de recurso, habida consideración al lugar de la ocurrencia de los hechos, a la clase de punible investigado y a la categoría del Juzgado de conocimiento, no otro que el Tercero Penal del Circuito de esta capital. Y se definirá de fondo la impugnación, habida consideración a que no apreciamos vicios estructurales o violación de garantías sustanciales de alguna de las partes o intervinientes, de previo e imperativo pronunciamiento.

Los temas que propone el inconforme para ser dilucidados por la Corporación, se sintetizar en: (i) inequidad o desequilibrio en la valoración probatoria; (ii) exceso en la ponderación de la pena; (iii) negación de subrogados y sustitutos.
Antes de penetrar en lo sustancial de este asunto, no podemos soslayar que los términos en que ha sido presentado el recurso por parte de la defensa, son verdaderamente parcos, quizá genéricos por la carencia de argumentos de confrontación con la sentencia de primer grado. Empero, tal situación no puede menos que ser atribuida a la contundencia de la prueba allegada al plenario, al igual que a los parámetros legales que rigen el tema de la ponderación punitiva y la concesión de los moduladores de la ejecución penal.
Desequilibrio o inequidad en el manejo de la prueba
Lo hizo consistir la defensa, en el hecho de haberse quedado con una sola prueba testimonial en el juicio, por cuanto sus restantes deponentes fueron despachados del acto público por la señora Juez, por el hecho de incumplir el deber de no estar presentes durante el desarrollo del juicio; es decir, se convirtieron en testigos contaminados por el enteramiento de lo ya vertido por testificantes anteriores. 
El precepto que consagra esa prohibición legal, nos dice:

Art. 396 C.P.P.: Examen separado de testigos: Los testigos serán interrogados separadamente, de tal manera que no puedan escuchar las declaraciones de quienes les preceden. 

Se exceptúa de lo anterior, además de la víctima y el acusado cuando decide declarar, aquellos testigos o peritos que debido al rol desempeñado en la preparación de la investigación se requiere de su presencia ininterrumpida en la sala de audiencias, bien sea apoyando a la fiscalía o a la defensa.

El dispositivo es claro, comprensible y de ineludible cumplimiento, puesto que tiene por finalidad conseguir que los testigos expongan su relato en forma desprevenida, incluso para podérseles confrontar con el contenido de los restantes deponentes. Ese objetivo se haría ilusorio si el Juez de la causa no exigiera en la Sala de audiencias el retiro de las personas que habrán de intervenir en el ulterior desarrollo del juicio.

El deber se extiende a los protagonistas del debate, esto es, fiscalía y defensa, por cuanto la norma va dirigida a todos los actores del sistema, motivo por el cual esa carga preventiva hace parte de la orientación y preparación de los testigos.

Lamentablemente, para el caso materia de análisis, la defensa se quedó sin parte de su arsenal defensivo, por la incuria en la ilustración de los testigos acerca de la referida prohibición. Si la determinación judicial en ese sentido le pareció desproporcionada, injusta o ilegítima, así debió darlo a conocer en su debido momento, incluso con la interposición de los recursos ordinarios, pues se trataría en el fondo de la inadmisión de la práctica de una prueba. No obstante, el defensor admitió su culpa en lo ocurrido y guardó silencio con respecto a la interposición de recursos contra la determinación judicial que rechazó la prueba testimonial.
Sea como fuere, hay lugar a tener en consideración que a la Fiscalía también se le negó otro de sus testigos por igual circunstancia. Nos referimos a CARLOS WILLIAM CEBALLOS MARÍN, quien también iría a aportar información valiosa acerca de lo ocurrido. Significa lo dicho, que no es verdad que la titular del despacho hubiese obrado en forma inequitativa como es el argumento central del togado.

No queda alternativa diferente a la Sala que hacer el análisis de lo que finalmente se introdujo al juicio y en ese sentido tenemos:

No se puede poner en duda la ocurrencia del hecho, no sólo porque el ingreso violento a la vivienda y las consecuencias subsiguientes están debidamente demostradas con la denuncia del directo perjudicado, sino porque además, inexisten elementos de juicio para poner en entredicho tal aseveración, con mayor razón cuando hubo estipulaciones probatorias que despejan el camino en esa dirección. Hay lugar por tanto a tener como plenamente establecido, que para esa fecha y en las circunstancias de tiempo, modo y lugar ya indicadas, se causaron lesiones de gravedad en la humanidad del señor CEBALLOS, se dio la consecuente apropiación de una escopeta que allí permanecía guardada y quedó comprobado que el dúo antisocial tenía en su poder artefactos de fuego sin el correspondiente permiso de autoridad competente, los que finalmente utilizaron en contra de la humanidad del denunciante.
Lo otro, es decir, quién o quiénes fueron los ejecutores del execrable delito, queda divagando entre la credibilidad que le demos a los miembros de la familia ofendida (el padre, la madre ALBA RUBY VILLADA y la hija menor TATIANA ANDREA CEBALLOS), o a la versión del testigo único de la defensa, RAMIRO BUITRAGO MARÍN, quien intentó acompañar sin éxito la inocencia del justiciable. Sin lugar a dudas, el Tribunal, al igual que la Fiscalía, Ministerio Público y la Juez a quo, le damos mayor crédito al relato del primero grupo, que a la exculpativa del segundo, por múltiples razones:
· Sus exposiciones se muestran naturales, vertidas por quienes en realidad vivenciaron los hechos, al ofrecer una secuencia armónica de todo lo ocurrido en el interior de ese hogar. Y no podía ser de otra manera, puesto que un acontecimiento de semejante magnitud en el interior de la propia vivienda, exalta los sentidos a su máxima expresión, con mayor razón en una niña de escasos once (11) años de edad como lo es la hija del hoy denunciante.

· Lo menos que se esperaría de los miembros de esta familia, es que se pusieran de acuerdo para perjudicar a persona inocente. Si ellos se atrevieron a denunciar el hecho, incluso a sabiendas del riesgo que estaban corriendo por las amenazas proferidas, lo fue porque el daño causado era de tal dimensión, que resultaba inaudito callar y dejar las cosas así. Igualmente, porque sabían bien la identidad de los comprometidos en el ilícito.
· Esa claridad en la identificación fue perfectamente explicada por los testimonios de cargo, puesto que el señor FRANCISCO JAVIER CEBALLOS se vio obligado a intervenir físicamente en defensa de su hijo menor de tres años, a quien uno de los asaltantes le dio puntapiés por el simple hecho de comenzar a llorar. Ese angustiante momento, le valió al hoy denunciante la pérdida del miembro superior por el disparo que de inmediato le propinó el maleante; pero a su vez y paradójicamente, fue el instante aprovechado para quitarle al intruso el trapo que cubría su rostro y así fijar su fisonomía.
Difícil pensar entonces en desconocer la fuerza persuasiva de esas deponencias, con las secuelas físicas que presenta el denunciante que dan fe del real acaecimiento de un hecho violento, con el desprevenido testimonio de la menor afectada y con lo evidente de la razón que tenían los delincuentes para hacer presencia en esa vivienda, no otro que el apoderamiento de una escopeta. Y esto último es bien disiente, porque tengamos en cuenta que ellos llegaron preguntando dónde estaba ese artefacto; es decir, que se trataba de personas a las cuales les constaba la existencia del arma, entre las cuales estaba precisamente el aquí acusado YONATHAN LÓPEZ, como que fue compañero de labores del señor FRANCISCO JAVIER y se enteró de la entrega del instrumento de fuego por parte del mayordomo o administrador de esa heredad.
Son por tanto múltiples los factores que convergen en indicar que los miembros de esta familia no se están confabulando para perjudicar falsamente al encartado. A lo cual tenemos que sumar la actitud procesal asumida por el procesado LÓPEZ PIEDRAHITA, cuando en vez de hacer alusión a su inocencia, limita su intervención a poner en conocimiento los problemas que ha tenido con las autoridades de policía de Marsella (Rda.), para dar a entender que seguramente la denuncia en su contra se debió a la insinuación hecha por los agentes en tal sentido. 
Esas afirmaciones sin conexión con los hechos investigados, se quedan en una mera hipótesis no confirmada, porque entre otras cosas la defensa expresó que no tenía teoría del caso; es decir, no dudamos que en efecto YONHATAN ha tenido dificultades con la policía acantonada en esa región, empero, esto tiene su explicación en el hecho de existir investigación en su contra como miembro de un grupo antisocial autodenominado “Los Caregualos”, al cual también pertenece su hermano JHONIER, quienes incluso han disparado a los agentes del orden, como lo dio a conocer en la audiencia el oficial de la Sijin JHONY ALEJANDRO PEÑA MARÍN.
En todo ese contexto, lo vertido en el juicio por el testigo de la defensa, RAMIRO BUITRAGO GARCÍA, deja mucho qué desear, porque llama en verdad la atención que esta persona, no obstante el tiempo transcurrido y el hecho de visitar con frecuencia la casa de YONHATAN, mencione con tanta precisión el día y la hora de este insuceso, pero no recuerda si JHONIER, hermano de YONHATAN, estaba o no en esa vivienda para ese momento, o qué clase de película era la que estaban viendo; además, no obstante haber estado tan concentrado viendo la película en compañía de YONHATAN y la familia de éste, escuchó un disparo desde ese lugar tan distante, sin poder precisar su procedencia, sólo que al otro día supo que habían lesionado a un señor JAVIER.
En esos términos, compartimos el carácter condenatorio de la decisión que se adoptó por la primera instancia. 
Punibilidad

Como lo dijimos en un comienzo, la parte recurrente no atina en mencionar en qué parte del proceso dosificatorio se detecta alguna falla sustancial, simple y llanamente nos dice que le parece que la sentenciadora se excedió en la ponderación y desbordó el límite de lo esperado.

A decir verdad, ningún desfase se aprecia en la dosimetría empleada, por cuanto se manejaron adecuadamente las normas dispuestas para el concurso de conductas punibles, se respetaron los rangos mínimos y máximos preestablecidos por el legislador, y se hizo uso de los cánones de graduación a los cuales se refiere el artículo 61 del Código Penal.

En efecto, la titular del despacho fue consecuente con la realidad demostrada en el proceso, no otra que el uso de una violencia excesiva e innecesaria contra los moradores de ese inmueble, personas indefensas que tuvieron que soportar el ingreso abrupto de personas armadas que proferían insultos, amenazas e incluso golpearon a los menores de edad allí presentes, uno de escasos tres (3) años.

De ese modo, la sentenciadora cumplió cabalmente con la obligación de motivar las circunstancias particulares que hacían procedente una mayor ponderación en la pena a imponer para este el caso específico. Esto es, que no se trató de cualquier violencia propia de los tipos penales en comento, sino de una agresión sobredimensionada, tanto por la calidad de las personas afectadas, como de la clase de armas esgrimidas y de su uso efectivo en contra de la humanidad de los presentes. Unido todo ello a las desastrosas consecuencias de la conducta, entre ellas la imposibilidad para laborar por parte del jefe de ese hogar y la dejación de sus estudios por parte de JIMMY, el hijo mayor de esa familia, de tan solo catorce años de edad, quien tuvo que salir a trabajar para lograr el sustento de los suyos. 

Se hacía imperioso entonces no partir de la sanción mínima, como en efecto sucedió, lo mismo que la imposición de un sustancial incremento por el número y calidades de los hechos punibles concursantes.
El Tribunal acolita por tanto el quantum final de la pena establecida.

Subrogados y Sustitutos

Tanto el monto de la pena impuesta, como el mínimo fijado por la ley para los delitos concurrentes, hacían improcedente la concesión del subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, y del sustituto de la prisión domiciliaria, a voces el artículo 38 del Código Penal.
Por demás, la gravedad de las conductas endilgadas y la proclive personalidad reflejada en este acontecimiento, hacían inmerecida cualquier concesión o consideración que mitigara el rigor de la sanción privativa de la libertad, en los términos indicados por la Defensa.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso.
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


LEONEL ROGELES MORENO

     Magistrado




             Magistrado

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN


   CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

    
     Magistrado 




          Secretaria       
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